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SALA CONSTITUCIONAL

Magistrado Ponente: Iván Rincón Urdaneta
 


Mediante escrito presentado el 2 de marzo del año 2000 ante esta Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, la ciudadana NINFA JOSEFINA HERRERA DE OSIO, actuando en su carácter de Juez Segundo de Familia y Menores de la Circunscripción Judicial del Area Metropolitana de Caracas, asistida por los abogados María Belén Losada Flores y Hernán Semprum Salgado, inscritos en el Instituto de Previsión Social del Abogado bajo los Nos. 14.034 y 3.364, interpuso acción de amparo constitucional contra la decisión de fecha 15 de febrero del año 2000, emanada del Juzgado Superior Primero de Familia y Menores de la Circunscripción Judicial del Area Metropolitana de Caracas y Nacional de Adopción Internacional, mediante la cual se declaró con lugar la recusación interpuesta por el abogado Carlos Enrique Pinto, contra la mencionada Juez.

 

En fecha 2 de marzo del año 2000, se dio cuenta en Sala y se designó ponente al Magistrado Iván Rincón Urdaneta, quien con tal carácter suscribe el presente fallo.

En fecha 25 de abril del año 2000, esta Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia dictó sentencia mediante la cual admitió la presente acción de amparo.

El 26 de mayo del año 2000, los abogados Salvador Rubén Yannuzzi Rodríguez e Ibrahím Terán P., apoderados judiciales de la ciudadana María Teresa Osorio Rodríguez, consignaron escrito mediante el cual solicitaron a la Sala su anuencia a los fines de intervenir en la audiencia constitucional. Asimismo presentaron sus argumentos de hecho y de derecho respecto al caso de autos, solicitando a esta Sala “... se sirva declarar inadmisible la Acción de Amparo Constitucional intentada por la ciudadana Juez NINFA JOSEFINA HERRERA DE OSIO...”.
El 21 de junio del año 2000, tuvo lugar la audiencia constitucional a la cual comparecieron la accionante y su apoderada María Elena Losada Flores y los terceros coadyuvantes, representados por los abogados Salvador Rubén Yannuzzi Rodríguez e Ibrahím Terán P., apoderados judiciales de la ciudadana María Teresa Osorio Rodríguez; no asistió al acto ni la Juez accionada ni la representación del Ministerio Público. En esa misma oportunidad, la Sala declaró con lugar la acción de amparo interpuesta, lo cual fue anunciado oralmente al final de la mencionada audiencia.

Corresponde ahora a esta Sala pronunciar su fallo por escrito, y a tal efecto observa:

 

I

ANTECEDENTES

 


El 24 de enero del año 2000, el abogado Carlos Enrique Pinto, ya identificado, actuando en su carácter de apoderado judicial de la ciudadana María Teresa Osorio Rodríguez, presentó escrito de recusación contra la Juez Segundo de Familia y Menores de la Circunscripción Judicial del Area Metropolitana de Caracas, ciudadana Ninfa Josefina Herrera de Osio, conforme a lo dispuesto en los numerales 4 y 15 del artículo 82 del Código de Procedimiento Civil.


El 1º de febrero del año 2000, el Juzgado Superior Primero de Familia y Menores de la Circunscripción Judicial del Area Metropolitana de Caracas y Nacional de Adopción Internacional, admitió la incidencia de recusación y fijó un lapso de ocho (8) días para la promoción y evacuación de las pruebas, conforme a lo dispuesto en el artículo 96 eiusdem.


El 7 de febrero del año 2000, la juez recusada presentó escrito de promoción de pruebas -prueba testimonial- ante el referido Tribunal Superior. 


Ese mismo día, el apoderado judicial de la recusante tachó los testigos promovidos por la Juez.

En esa misma fecha, la abogada Ninfa Josefina Herrera de Osio, presentó escrito oponiéndose a la tacha formulada, por cuanto los testigos todavía no habían sido admitidos por el Juzgado Superior y en razón de ello, de acuerdo a lo previsto en el artículo 499 del Código de Procedimiento Civil, estimó que dicha tacha era extemporánea.


El 8 de ese mismo mes y año, la Juez recusada consignó nuevo escrito de promoción de pruebas, de conformidad con el artículo 472 del Código de Procedimiento Civil, solicitando al Tribunal una inspección judicial.


Mediante diligencia del 8 de febrero del año 2000, el referido abogado se opuso a la admisión de las pruebas promovidas por la referida Juez, de conformidad con lo previsto en el artículo 398 del Código de Procedimiento Civil.


El 9 de febrero del año 2000, el Juzgado Superior Primero de Familia y Menores de la Circunscripción Judicial del Area Metropolitana de Caracas admitió las pruebas promovidas por la hoy accionante en fecha 7 y 8 de febrero del 2000, fijándose la evacuación de las mismas para los días 14 y 15 de ese mismo mes y año.


El 14 de febrero del año 2000, el apoderado judicial de la ciudadana María Teresa Osorio Rodríguez, solicitó al juzgado superior se abstuviera de evacuar las pruebas testimoniales y la inspección judicial fijadas por el mismo Juzgado Superior para los días 14 y 15 de febrero del mismo año; por considerar que “... se estaría incurriendo en la más absoluta irregularidad, al tratar de verificar pruebas fuera del lapso preclusivo establecido para ello por la ley...”. Igualmente, solicitó al referido Juzgado que procediera a dictar sentencia, en virtud de que se encontraba en oportunidad para ello conforme a lo dispuesto en el artículo 96 del Código de Procedimiento Civil. 

En esa misma fecha el Juzgado Superior, mediante auto expreso suspendió la evacuación de las pruebas promovidas por la juez recusante por estimar que por cuanto el artículo 96 del Código de Procedimiento Civil, impone un lapso de ocho (8) días para promoción y evacuación de pruebas, “... la Juez recusada tomando en consideración la extemporaneidad de la evacuación, ha debido advertir expresamente al Tribunal sobre la preclusión del lapso legal a los fines de que el tribunal se pronunciara al respecto”.

El 15 de febrero del año 2000, el Juzgado Superior Primero de Familia y Menores de la Circunscripción Judicial del Area Metropolitana de Caracas y Nacional de Adopción Internacional, dictó sentencia, declarando con lugar la recusación, con fundamento en los numerales 4 y 15 del Código de Procedimiento Civil.

El 2 de marzo del año 2000, la Juez Segundo de Familia y Menores de la Circunscripción Judicial del Area Metropolitana de Caracas, ciudadana Ninfa Josefina Herrera de Osio, interpuso ante esta Sala Constitucional acción de amparo constitucional contra la referida decisión, por considerar que la misma conculcó sus derechos constitucionales al debido proceso, a la defensa, a la igualdad, al acceso a la justicia, a ser juzgado por sus jueces naturales, al honor y a la cosa juzgada, previstos en el artículo 49, numerales 1, 3, 4, 7; así como los artículos 21, 26 y 60 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela.
 

II

FUNDAMENTOS DE LA ACCIÓN DE AMPARO

 

Alega la accionante como fundamentos de la acción de amparo los siguientes argumentos:

Que el Tribunal Superior Primero de Familia y Menores de la Circunscripción Judicial del Area Metropolitana de Caracas y Nacional de Adopción Internacional, dictó sentencia sin permitirle evacuar las pruebas promovidas oportunamente. Que el propio Juzgado Superior debió admitir las pruebas con celeridad en virtud del lapso perentorio del artículo 96 del Código de Procedimiento Civil, siendo que las admitió dos (2) días después de promovidas, quedando en consecuencia la evacuación fuera del lapso previsto en la citada norma.

Que dicho tribunal, para subsanar el error en el cual había incurrido al fijar la evacuación de pruebas fuera del lapso legal y de conformidad a lo pautado en el artículo 202 y 520 del Código de Procedimiento Civil,  tenía la posibilidad de acordar una prórroga del lapso, o dictar un auto para mejor proveer, a fin de no cercenarle su derecho a la defensa y permitir la evacuación de las pruebas promovidas oportunamente.

Que la propia parte recusante, a través de una sentencia de casación que ella misma trae a las actas procesales, reconoció la posibilidad de prorrogar el lapso probatorio cuando se trate de un error no imputable a la parte; pero a pesar de ello, el Juzgado Superior suspendió la evacuación de las pruebas sin permitir alguna posibilidad de defensa.

Que en el escrito de informes presentado por ella, alegó que el referido Juzgado debió declarar sin lugar la recusación intentada, toda vez que la parte recusante no promovió pruebas que fundamentaran su petición, ya que era ésta quien tenía la carga de probar sus alegatos, de conformidad a lo previsto en el artículo 506 del Código de Procedimiento Civil. Asimismo sostuvo que hizo “...una serie de alegatos en cuanto a mi (su) defensa, los cuales se evidenciaban de las propias actas procesales y de contradicciones en las cuales había incurrido la parte recusante; pero estos alegatos no fueron examinados por el superior, ya que no se pronunció sobre los informes, ni siquiera para rechazarlos, en detrimento evidente contra mis (sus) derechos”.

Que en ningún momento se le oyó y esto se evidencia en el escrito de fecha 9 de febrero del año 2000, donde se opuso a la tacha de testigos, el cual no fue tomado en cuenta por el referido Juzgado, ni se emitió pronunciamiento y mucho menos mencionó algún tipo de apreciación sobre el escrito de informes introducido por ella el día 15 de febrero de este mismo año.

Que “... si era deseo de las partes y del juez recusado RENUNCIAR AL LAPSO PROBATORIO o si el Superior agraviante, de oficio, consideraba que podía obviarse porque a su juicio el punto fuere de mero derecho, como expresamente lo establece el artículo 96 del Código de Procedimiento Civil, ello ha debido manifestarse expresamente y en ese caso la sentencia ha debido producirse dentro de las veinticuatro (24) horas después de recibidas las actuaciones; pero esto tampoco se hizo ...”.
Que todo lo expuesto constituyó una flagrante violación al derecho a la seguridad jurídica, al derecho constitucional al debido proceso, al derecho a la defensa,  a la igualdad, al acceso a la justicia, a ser juzgado por los jueces naturales con las garantías establecidas en la Ley, al honor y al derecho conocido como non bis in idem, por cuanto con los mismos hechos con los que se recusa y se declara con lugar la recusación, la denuncia ante la Comisión de Reestructuración y Funcionamiento del Sistema Judicial.

Finalmente, solicitó a esta Sala se declare con lugar la presente acción de amparo y en consecuencia se reestablezca inmediatamente la situación jurídica infringida, mediante la reposición del procedimiento de recusación intentado por los apoderados judiciales de la ciudadana María Teresa Osorio Rodríguez en contra de la recusada, al estado de que se evacuen las pruebas promovidas dentro del lapso legal correspondiente, con los demás pronunciamientos de Ley.
 

III

ALEGATOS DE LOS TERCEROS COADYUVANTES

 

El 26 de mayo del año 2000, los abogados Salvador Rubén Yannuzzi Rodríguez e Ibrahím Terán P., inscritos en el Instituto de Previsión Social del Abogado bajo los Nos. 11.566 y 17.230, respectivamente, actuando con el carácter de apoderados judiciales de la ciudadana María Teresa Osorio Rodríguez, consignaron escrito ante esta Sala, en el cual alegaron lo siguiente:
En cuanto a las violaciones del derecho a la defensa y al debido proceso esgrimidas por la accionante, en el sentido de que el juez no evacuó las pruebas por ella promovidas, los representantes de la parte recusante sostienen que  las circunstancias que ella señala en su escrito no fueron las que le impidieron evacuar las pruebas testimoniales, sino “...la actitud negligente de la quejosa”.

En este sentido señalan que la propia juez para impedir que se pudiera ejercer un cabal control de la prueba promovió las referidas pruebas el cuarto (4) día del lapso de la incidencia, que es de ocho (8) días, por lo cual “... la responsabilidad de su incorrecta y  tardía  promoción no puede ser atribuible a más nadie sino, evidentemente, a quien los promovió, por lo que la Juez NINFA HERRERA DE OSIO no puede invocar -como lo pretende- su propia torpeza en razón del principio nemo auditur propiam turpitudinem alegans”.
Que el Juzgado Superior, no incurrió en ningún error, por cuanto admitió las pruebas dentro del lapso que le correspondía conforme a lo previsto en el artículo 10 del Código de Procedimiento Civil. De igual forma fijó correctamente el lapso para evacuar las pruebas testimoniales, de conformidad con el artículo 483 eiusdem, por lo que la imputación de la accionante es falsa al señalar que incumbía a la Juez Superior formular un pronunciamiento que subsanara el error, cuando ésta actuó ajustada a derecho.

Que la juez recusada tenía la carga de solicitar la prórroga del lapso de la incidencia, en consecuencia no correspondía al Tribunal Superior ordenar la prórroga de oficio, sin que medie solicitud de parte, pues de haberlo hecho hubiere incurrido en abuso de poder y extralimitación en sus funciones.

Que la decisión del a quo, estuvo ajustada a derecho al señalar que la recusada debió advertir expresamente al tribunal sobre la preclusión del lapso legal, a los fines de que éste se pronunciara al respecto y que era la hoy accionante quien debía “... solicitar la prórroga del lapso probatorio y comprobar la causa que lo hacía necesario...”, conforme a las previsiones del artículo 202 del Código de Procedimiento Civil.

En cuanto al alegato esgrimido por la accionante en el sentido de que el juez pudo acordar un auto para mejor proveer, conforme a lo estipulado en el artículo 520 del Código de Procedimiento Civil, a fin de no cercenarle su derecho a la defensa, el mismo, en criterio de los terceros, resulta absurdo, por cuanto el artículo 514 del referido Código (al cual remite el artículo 520 eiusdem), estipula que el auto para mejor proveer debe acordarse después de presentados los informes en un lapso perentorio de quince días. Que la citada norma no establece la posibilidad de que el juez pueda ordenar la evacuación de la prueba de testigos, y siendo las diligencias allí mencionadas de carácter taxativo, no puede extenderse a ningún otro medio probatorio. 

Que es evidente que la accionante lo que persigue con la presente acción de amparo es que la Sala revise una decisión que por mandato del artículo 101 del Código de Procedimiento Civil es irrevisable. 

Que el argumento de la recusada, en el cual manifiesta que los recusantes no promovieron elementos probatorios resulta errada, por cuanto el artículo 95 del Código de Procedimiento Civil establece que el juez que deba conocer la incidencia de recusación se le remitirán copias de las actas conducentes que indique el recusante y el funcionario recusado, con lo cual debe decidir. Que en el presente caso los motivos por los cuales los recusantes fundamentaron la recusación propuesta constituyeron prueba suficiente, por lo tanto la carga probatoria correspondiente estaba cumplida. 

Que el Juzgado Superior Primero de Familia y Menores de la Circunscripción Judicial del Area Metropolitana de Caracas y Nacional de Adopción Internacional, consideró que existían suficientes elementos para considerar que la recusada tenía interés en las resultas del proceso.

Por otra parte señala la representación de los terceros intervinientes, que no se produjeron violaciones de los derechos de igualdad y acceso a la justicia, por cuanto la accionante tuvo todas las oportunidades conferidas por la ley para hacer valer sus derechos, presentar sus alegatos, promover pruebas -las que no pudieron evacuarse por razones imputables a su persona-. 

En cuanto a la violación al derecho a ser juzgado por sus jueces naturales con las garantías establecidas en la ley, denunciada por la accionante, señalaron los terceros que de una simple revisión del expediente se deduce que la Juez Superior que decidió la recusación es la juez natural de conformidad con lo establecido en la normativa prevista en el Código de Procedimiento Civil y la Ley Orgánica del Poder Judicial.

En cuanto a la denuncia de la violación del derecho al honor y a la reputación, la misma, en criterio de los referidos abogados, resulta vaga e imprecisa, toda vez que la accionante no señala de qué manera se le violó ese derecho. Por otra parte, el Juzgado a quo decidió conforme a los elementos que se encontraban en el expediente, lo cual constituye un hecho objetivo que quedó dentro de las actas del proceso, las que por mandato de la propia juez recusada han sido reservadas, por lo que dicha decisión no ha sido objeto de publicidad alguna.

Igualmente señalan los apoderados judiciales de los terceros coadyuvantes que no se configuró violación  al principio non bis in idem, toda vez que el ordinal 7º del artículo 49 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela establece que “ninguna persona podrá ser sometida a juicio por los mismos hechos en virtud de los cuales hubiese sido juzgado anteriormente”, que tal supuesto se refiere a la posibilidad de evitar que una persona sea juzgada dos (2) veces por los mismos hechos que ya han sido conocidos por un órgano jurisdiccional y que en el caso de autos no se dio tal supuesto, ya que lo que se produjo fue una mera declaración de la existencia de una relación que comprometía la imparcialidad de la recusada en el proceso, la cual originó su separación de la causa. Que en virtud de su gravedad, se denunció ante a la Comisión de Reestructuración y Funcionamiento del Sistema Judicial (organismo administrativo), el cual aun no se ha pronunciado, por lo cual si la accionante consideraba que los hechos ya fueron debatidos, ante quien debía formular el alegato, era ante la referida Comisión.

Por lo anteriormente expuesto solicitan a esta Sala, declare inadmisible la acción de amparo intentada por la ciudadana Ninfa Herrera de Osio contra la sentencia de fecha 15 de febrero del año 2000, emanada del Juzgado Superior Primero de Familia y Menores de la Circunscripción Judicial del Area Metropolitana de Caracas y Nacional de Adopción Internacional. 

 

IV

CONSIDERACIONES PARA DECIDIR

 

Analizados como han sido los alegatos tanto de los representantes del accionante como de los terceros coadyuvantes, esta Sala pasa a decidir previa las consideraciones siguientes:

Tal como se narró precedentemente la incidencia de recusación se inició el 1º de febrero del año 2000, con el auto de admisión dictado por el Juzgado Superior Primero de Familia y Menores de la Circunscripción Judicial del Area Metropolitana de Caracas y Nacional de Adopción Internacional a quien le correspondió el conocimiento de la recusación planteada, momento en el cual se fijó el lapso de ocho (8) días para consignar las pruebas, conforme a lo previsto en el artículo 96 del Código de Procedimiento Civil, el cual es del tenor siguiente:

“El funcionario a quien corresponda conocer de la incidencia, admitirá las pruebas que el recusante, el recusado o la parte contraria de aquel, quieran presentar dentro de los ocho días siguientes, los cuales correrán desde la fecha en que reciba las actuaciones y sentenciará al noveno, sin admitirse término de la distancia; pero si renunciare a aquel término, y el Juez no creyere conveniente mandar a evacuar de oficio alguna prueba dentro de dicho término, se dictará sentencia dentro de veinticuatro horas después de recibidas las actuaciones. Lo mismo se hará si el punto fuere de mero derecho. No podrá obligarse al Juez recusado a contestar posiciones; pero podrán exigírsele informes; que extenderá por escrito, sin necesidad de concurrir ante el que conozca de la recusación”.
 

En el caso de autos, la recusante consignó sendos escritos de pruebas  los días 7 y 8 de febrero del año 2000, es decir, el cuarto y quinto día de los ochos señalados en la norma, siendo estos admitidos por el Juez el día 9 de febrero de ese mismo año -sexto día- por lo cual le restaban al referido Juzgado dos días para evacuar las pruebas promovidas.

No obstante, el Juzgado Superior, el 14 de febrero del año 2000, a solicitud de la parte recusante, suspendió la evacuación de las pruebas fijadas para los días 14 y 15 de febrero, siendo que este último día dictó sentencia declarando con lugar la recusación planteada.

La anterior actuación a criterio de esta Sala constituye una evidente vulneración a los derechos constitucionales a la defensa y al debido proceso de la Juez recusada, en razón de que la misma había consignado sus escritos de pruebas oportunamente, por lo cual no le estaba dado al referido Juzgado dictar su decisión sin antes haber evacuado las mismas, máxime cuando disponía de dos (2) días de despacho después de admitidas para proceder a su evacuación en tiempo hábil, según el cómputo hecho por la Secretaría del propio Tribunal, el cual consta en autos.

En este contexto debe señalarse que la fase probatoria es quizás la más importante dentro del procedimiento, por cuanto la misma procura al juez los medios y herramientas necesarios para formar su convicción acerca de los hechos trascendentes de la causa, por lo que de ella depende en gran medida el resultado de la decisión.

Asimismo se concibe como un deber del Juez su admisión y valoración, de allí que el mismo se encuentre en la obligación de admitir y analizar cada una de las pruebas aportadas, siempre que las mismas sean promovidas oportunamente y no estén prohibidas expresamente por la ley. 


Por lo cual, el Juzgado Superior Primero de Familia y Menores de la Circunscripción Judicial del Area Metropolitana de Caracas y Nacional de Adopción Internacional, al negarse a evacuar las pruebas promovidas en tiempo hábil por la accionante -testimonial e inspección judicial- a los fines de la adopción de la decisión correspondiente, y siendo que la Juez recusada no había renunciado al lapso de ocho (8) días estipulado en el artículo 96 del Código de Procedimiento Civil, lesionó su derecho a la defensa y al debido proceso al privarla de dos (2) días hábiles para la evacuación, así como de la valoración de las pruebas aportadas que sustentaban los argumentos esgrimidos por ésta a lo largo del procedimiento y que en definitiva pudieron modificar la decisión correspondiente. Así se declara.

Determinado lo anterior, la Sala considera innecesario pronunciarse sobre los restantes derechos alegados por la accionante.

 

DECISIÓN

 

Por los razonamientos antes señalados, esta Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, administrando justicia en nombre de la República por autoridad de la Ley declara CON LUGAR la acción de amparo constitucional interpuesta por la abogada NINFA JOSEFINA HERRERA DE OSIO, actuando en su carácter de Juez Segundo de Familia y Menores de la Circunscripción Judicial del Area Metropolitana de Caracas, en contra de la sentencia dictada el 15 de febrero del año 2000, por el Juzgado Superior Primero de Familia y Menores de la Circunscripción Judicial del Area Metropolitana de Caracas y Nacional de Adopción Internacional. En consecuencia, se deja sin efecto la referida decisión y SE REPONE LA CAUSA al estado de evacuar las pruebas promovidas por la accionante, para lo cual se ordena al Juzgado distribuidor correspondiente la remisión del expediente contentivo del caso de autos, a los fines de su asignación a otro Tribunal Superior con competencia en la materia, el cual fijará dentro de los dos (2) días de despacho siguientes al recibo del expediente, dos (2) días para la evacuación de las pruebas pendientes. 

Publíquese, regístrese y comuníquese. Remítase copia del presente fallo al Juzgado Superior Primero de Familia y Menores de la Circunscripción Judicial del Area Metropolitana de Caracas y Nacional de Adopción Internacional. Archívese el expediente.


Dada, firmada y sellada en el Salón de Despacho de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, a los  01  días   del mes de AGOSTO del año dos mil. Años: 190º de la Independencia y 141º de la Federación.

El Presidente-Ponente,

 

                                                     Iván Rincón Urdaneta






                                                                                                                      El Vicepresidente,

 

Jesús Eduardo Cabrera Romero

 

Héctor Peña Torrelles

       Magistrado                                                                                 José Manuel Delgado Ocando

   








                                  Magistrado











Moisés A. Troconis Villarreal

Magistrado

El Secretario,

José Leonardo Requena

 

Exp. 00-0820

IRU/rln/echd

 

Por un principio de coherencia con la opinión disidente que sostuve en la sentencia de fecha 25 de abril de 2000, mediante la cual se admitió la presente acción de amparo, quien suscribe salva su voto en esta oportunidad, reiterando lo expuesto en el voto particular antes aludido en lo relativo a la competencia de esta Sala para conocer del caso de autos.

Queda así expresado el criterio del Magistrado disidente.

En Caracas,  fecha  ut-supra.

El Presidente,

 

Iván Rincón Urdaneta








El Vice-Presidente,

 






   Jesús Eduardo Cabrera Romero  

Magistrados,

 

 

Héctor Peña Torrelles


Disidente

 








José M. Delgado Ocando

 

Moisés A. Troconis Villarreal

 

El Secretario,

 

 

José Leonardo Requena Cabello
HPT/mcm
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